
 

     
                                                                          

                        
 
 

SIGCMA 

Ubicación  32830 
Condenado ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ 
C.C # 51942210 

 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 15 de Agosto de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia 756/23 
del CUATRO (4) de JULIO de DOS MIL VEINTITRES (2023), REVOCA 
SUSPENSION CONDICIONAL  DE LA EJECUCION DE LA PENA, por el término 
de dos (2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. 
Vence el dia 16 de Agosto de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación del 
recurso. 
 
EL SECRETARIO(A) 
 
 
 
ANA KARINA RAMIREZ VALDERRAMA 
 
 
 
 
Ubicación  32830 
Condenado ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ 
C.C # 51942210 

 
 
 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 17 de Agosto de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 18 de 
Agosto de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó escrito. 
 
 
 
EL SECRETARIO(A) 
 
 
 
ANA KARINA RAMIREZ VALDERRAMA 
 
 
 
 
 



















URGENTE-32830-J16-AG-JUO-RV: ASUNTO: Recurso de reposición y en subsidio
apelación ante superior funcional en contra del auto 756-23 JEPMS 16.

Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá
D.C. <ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 11/08/2023 3:02 PM

Para:Secretaria 3 Centro De Servicios Epms - Seccional Bogotá <cs03ejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (116 KB)
Reposicion - subsidio apelación revocatoria suspensión Alexandra Rodriguez Diaz..pdf;

De: Julio Edilberto Rodriguez Ospina <julioro1@hotmail.com>
Enviado: viernes, 11 de agosto de 2023 1:58 p. m.
Para: Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: ASUNTO: Recurso de reposición y en subsidio apelación ante superior funcional en contra del auto 756-
23 JEPMS 16.
 
Por medio del presente dentro del termino de ley, en pdf anexo presento recurso de reposición y en
subsidio apelación ante superior funcional en contra del auto 756-23  JEPMS 16.

Atentamente:
Julio E Rodríguez Ospina.

Apoderado condenada. 
 



 

 
Señora. 

JUEZA DIECISEIS (16) DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD  DE BOGOTA D.C.. 
 

DESPACHO.- 
 
 

 
 

 
 

No. PROCESO 11001 60 00 049 2009 10274 00  
UBICACIÓN  32830 
 

PENADA ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ 

ASUNTO Recurso de reposición y en subsidio apelación ante superior 

funcional en contra del auto 756-23 por medio del cual se 
revoca la suspensión de la ejecución de la pena. 

 
 

JULIO EDILBERTO RODRIGUEZ OSPINA, varón, mayor de edad, abogado 
en ejercicio, identificado profesional y civilmente tal como parece al pie de la 
respectiva firma, apoderado judicial de la señora ALEXANDRA RODRIGUEZ 

DIAZ, por medio del presente escrito presento recurso ordinario de 
reposición y en subsidio de apelación en contra del auto 756 /23 proferido 
por su despacho, el cual para términos procesales fue notificado por su 

despacho en estado del día xxxxx.  
 

 
DEL AUTO RECURRIDO. 
 

Se trata del auto interlocutorio de fecha 04 de julio hogaño, numerado como 
756/23, el cual fue notificado por estado del día xxxx, en donde se determina 
revocar el subrogado penal irrogado por parte del Juzgado cuarenta (40) 

penal del circuito con función de conocimiento de Bogotá D.C. y no tener en 
cuenta las exculpaciones y las justificaciones esbozadas por este defensor 

en favor de la encartada. 
 
 

 
 

 
 
 



DE LOS HECHOS 

 
El Juzgado 40 penal del circuito con función de conocimiento de Bogotá 

D.C., en sentencia del día 28 de Julio del año 2017 sentenció a mi prohijada 
por encontrarla penalmente responsable del delito de hurto agravado, a la 
pena principal de 48 meses de prisión, inhabilitación para el ejercicio de 

derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción privativa de 
la libertad y le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena, previa constitución de caución prendaria por valor de 

02 salarios mínimos legales mensuales vigentes, así como la suscripción de 
diligencia de compromiso con las obligaciones del artículo 65 del código 

penal.  
 
 

Para acceder al referido subrogado, la penada constituyó caución prendaria 
a través del título judicial No. 40010006169505, suscribiendo acta 

compromisoria el día 09 de julio del año 2017, contentiva de las obligaciones 
reseñadas en el artículo 65 del código penal. 
 

 
El Despacho Ejecutor encuentra como vulneratorio del cumplimiento de la 
pena principal impuesta a la señora Alexandra Rodriguez Diaz y su 

accesoria suspensión condicional, una salida del país en fecha 08 de Mayo 
del año 2022 con destino a Toronto – Canadá. 

 

DEL SUSTENTO Y FUNDAMENTO DEL RECURSO INCOADO.  

Antes de entrar a insistir en los argumentos jurídicos que fuesen esbozados 

ante su Señoría en fecha que antecede,  y que sirvieron como sustento a 
para descorrer el traslado de que trata el artículo 477 de la ley 906 del año 

2004, me voy a permitir plantear que dentro de la ejecución de la pena, no 
solo se trata,  como mal lo entienden algunos,  de situaciones meramente 
administrativas en cuanto a la ejecución de la sanción impuesta se refiere, 

sino,  que se debe, como deber ser,  abordar el estudio de toda situación 
desde el universo completo del derecho penal, el cual a su vez consagra los 
errores de derecho como única excepción al universo jurídico total en cuanto 

al desconocimiento de la ley específicamente se refiere, y por ello,  solo y 
únicamente en punto del derecho penal es posible abordar el error de 

derecho como argumento exculpatorio frente a la infracción cometida, y por 
tanto lo aquí sucedido para con la condenada se enmarca de manera 
adecuada y cierta dentro del error de derecho propiamente dicho, tal y como 

se explicara adecuadamente.   

 



 

El error de Derecho es aquel que se produce cuando la voluntad del actor se 

determina de manera involuntaria hacia una conducta que por ignorancia 
o acaso por una falsa o incorrecta interpretación de la norma jurídica 

desconoce, esto es, en la finalidad welzeniana que debe gobernar la mente 
del sujeto activo no se concreta de manera voluntaria la infracción de la 
norma jurídica,  bien sea por una errónea percepción de la realidad, o, por 

que en su desconocimiento cree firmemente estar actuando conforme a 
derecho, tal y como ocurrió en el caso que nos ocupa.  

Así las cosas, es evidente que Alexandra Rodriguez Diaz viajo a Canadá, 

porque en imaginario y en su “correcta” según ella percepción de la realidad,  
entendió que la sentencia impuesta por autoridad judicial competente y que 
ascendió a la suma  48 meses de prisión ya estaba purgada en su totalidad 

en todo sentido, y que por tanto podía salir del país y realizar de forma 
normal cada una de las actividades que se suspendieron según su realidad 
por un periodo de 48 meses, que fue la pena impuesta y no de 60 meses.  

Lo cual es evidente,  pues existe registro que mientras Alexandra Rodriguez 
Diaz se encontró cumpliendo con su pena impuesta, esto es 48 meses,   de 
forma alguna infringió la ley en mínima medida, por el contrario fue 

cuidadosa y esmerada en acatar los lineamientos y ordenamientos 
impuestos por la autoridad judicial, lo cual nos lleva claramente a verificar  
que el viaje que realizo la señora Rodríguez Diaz no fue un acto doloso 

mediante el cual quisiera evadir de forma voluntaria sus compromisos, pues 
tal viaje se realizó cuando el quantum de su pena ya se encontraba 

cumplido, esto es luego de transcurridos los 48 meses impuestos como pena 
principal, ni de mala fe, sino que lo ejecutó con la plena convicción de estar 
obrando correctamente luego de que un año atrás se cumpliera  el tiempo 

fijado para el cumplimiento de su pena; y es que a las claras es notorio que 
para mi poderdante, la vigencia de la sentencia impuesta por parte del Juez 

cuarenta penal del circuito con funciones de conocimiento de Bogotá D.C. 
ya había perdido vigencia, y por tanto a la fecha en que se sale del país sobre 
el cual solicitó la respectiva autorización del Despacho de ejecución,  con el 

tiempo y la anticipación suficientes para que se hubiese proferido una 
respuesta de acuerdo a los lineamientos constitucionales del artículo 23 de 
la Carta magna, ya  la pena impuesta se encontraba debidamente purgada, 

desde hacía aproximadamente un año,  fecha desde la cual de oficio por 
parte de la autoridad judicial a cargo, la misma   debió haberse declarado 

extinta de acuerdo al artículo 67 de la ley 599 del año 2000. 

 

 



Y es que el fundamento de la exclusión de responsabilidad (Y por tanto de 

sanción) en los casos de error de Derecho (Como el que nos ocupa hoy) reside 
en que si bien la interpretación del principio civil de que la ignorancia no 

exime el cumplimiento de la ley   se debe atenuar en el campo del Derecho 
penal, toda vez que se considera que este principio ha de referirse a la 
eficacia de la ley y nunca a la culpabilidad de un presunto infractor.  

Es claro que el error de Derecho se refiere al desconocimiento de una regla 

jurídica, ya sea por perder vigencia esta o por el contenido para un caso 
específico, y por ello se debe tener en cuenta su Señoría que el error de 

Derecho es aquel que recae sobre los elementos que constituyen un delito o 
una infracción en concreto, y está relacionado con el conocimiento correcto 
o incorrecto de la ley; en este caso se vislumbra que el conocimiento de la 

ley por parte de mi prohijada en lo atinente a la fecha en que podía salir del 
país era incorrecto, pero no por causas atribuibles a ella, sino por la 
confusión que se presentó, ello,  si tomamos en consideración  la 

comparación que se debe hacer necesariamente en este caso con lo 
relacionado al periodo de prueba impuesto frente al quantum en meses de 

la pena realmente impuesta, tiempos que inentendiblemente tienen una 
diferencia de doce (12) meses entre lo que es una pena principal y una 
accesoria;   y es aquí en donde me  voy a permitir una vez más y dentro del 

presente asunto insistir en la contradicción jurídica (Que debe ser resuelta 
a favor del procesado según la jurisprudencia nacional y los tratados 

internacionales suscritos por nuestro país) que se presenta al revisar con 
sumo detenimiento la actuación surtida, y es que desde el momento mismo  
en que se profirió la sentencia de tipo condenatorio en contra de mi 

representada,  la suscripción de diligencia de compromiso con las 
obligaciones del artículo 65 del Código penal (pena accesoria) ascendió a la 
suma de 60 meses, mientras que la pena principal impuesta tan solo sumó 

48 meses con lo cual se viola el principio de convencionalidad en contra del 
procesado, principio este que en virtud del articulo 93 de la Constitución 

Política Colombiana debe ser, como obligación del operador jurídico, 
aplicado a favor del procesado, y por tanto no es dable como usted pretende 
hacerlo aplicar en desfavor de la hoy condenada el derecho interno sobre el 

derecho internacional, tal y como en acertada postura jurisprudencial lo 
manifestara el Tribunal Superior de Bogotá con postura del M.P. José 
Joaquín Urbano quien de gallarda manera aplico la excepción de 

inconvencionalidad haciendo como lo debe ser, hacer prevalecer el derecho 
internacional sobre el interno en aquello que le fuera contrario, tal y como 

usted debe hacerlo pues el haberse fijado un periodo de prueba mayor al de 
la pena impuesta a todas luces obra en desfavor de la hoy condenada quien 
de forma adecuada ya cumplió la pena que le fuera impuesta por el juez de 

conocimiento.  

  



Expuesto lo anterior, nuevamente llamo la atención de su Despacho para 

que en vía de Derecho aplicado, esto es haciendo prevalecer no solo el 
derecho interno, sino lo que es el bloque de constitucionalidad, y en especial 

el derecho internacional y los tratados ratificados por Colombia se reconozca 
que la señora ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ  cumplió a cabalidad con su 
sentencia en fecha en el mes de Julio del año 2021, fecha desde la cual se 

debió dar por purgada de oficio y sin petición de parte  la sentencia por parte 
de su Despacho. 

Surge aquí entonces un interrogante que le planteo nuevamente  acerca del 

principio universal del derecho en donde  la suerte de lo principal debe ser 
seguida por lo accesorio, pero nunca la suerte de lo accesorio debe permear 
o modificar lo principal, ¿Es lógico o jurídicamente  procedente, y en 

desmedro de  mi prohijada  que si la pena impuesta ascendiere a 48 meses, 
el periodo de prueba pudiese llegar a los 60 meses, por cuanto a las claras 
el periodo de prueba como accesorio estaría superando al quantum de la 

pena impuesta?.  

Por ello insisto ante usted, para que en medio de su loable labor de 
administrar e impartir justicia analice con lupa el caso que hoy ocupa su 

atención bajo la lupa de los siguientes artículos de la ley penal colombiana:  

 

Artículo 35. Penas principales. Son penas principales la privativa de la 
libertad de prisión, la pecuniaria de multa y las demás privativas de otros 
derechos que como tal se consagren en la parte especial. 

Artículo 67. Ley 599 del año 2000. Extinción y liberación. Transcurrido el 
periodo de prueba sin que el condenado incurra en las conductas de que trata 
el artículo anterior, la condena queda extinguida, y la liberación se tendrá 
como definitiva, previa resolución judicial que así lo determine. 

 

¿Por qué causa, razón o circunstancia al momento incluso en que la aquí 
encartada a mutuo propio solicitó un permiso de autorización de salida del 

país para realizar un viaje urgente motivado por razones netamente 
familiares y humanitarias, desde el Despacho encargado de la ejecución de 
la pena no se evidenció que la pena impuesta ya estaba plenamente 

cumplida, y en consecuencia no se pronunció al respecto, dando 
cumplimiento cabal y legal al artículo citado en párrafo anterior? 

 



¿No se cometió un garrafal error procesal en detrimento de los intereses de 

la ciudadana ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ, por parte del Despacho de 
ejecución de penas y medidas de seguridad al omitir declarar de oficio la 

pena impuesta como EXTINTA? 

¿Acaso por pesar una pena en su contra (la cual purgó a cabalidad y sin 
tacha alguna), la señora ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ no es objeto de 
derechos fundamentales tales como lo son el Debido proceso y la legalidad? 

Entiéndase que desde la óptica de este defensor y guardando la prudencia 

y el respeto hacia la autoridad judicial es claro que mi prohijada cometió un 
error de Derecho al percibir que pasados casi  sesenta meses del 

cumplimiento de su sentencia abandonó el país con conocimiento de la 
autoridad judicial a cargo, lo cual es excusable desde la jurisprudencia y la 
doctrina, no lo es tanto al denotar el error y la posible omisión que se 

presentó por parte del Despacho encargado de la ejecución de la sentencia 
al no extinguir de oficio la pena impuesta, vulnerado así el Derecho 
fundamental al Debido proceso de mi poderdante, cruzando así la línea de 

lo constitucionalmente protegido en un Estado social de Derecho. 

 

Ni para que mencionar que  el periodo de prueba no puede ni debe exceder 
el monto del quantum impuesto como pena principal, lo cual nos lleva a que 

el Juzgado dieciséis (16) de ejecución de penas y medidas de seguridad de 
Bogotá D.C. debió pronunciarse desde el mes de Julio del año 2021 o 

máxime y siendo laxos en la interpretación de la ley (Lo cual no podemos 
permitirnos en el asunto que hoy nos ocupa) desde el mes de julio del año 
2022 acerca de la extinción de la pena; Es decir que al momento  que emanó 

de su Despacho el oficio de fecha 05 de octubre pasado, había perdido la 
potestad de vigilancia sobre la ejecución de una sentencia que a las claras 
ya había perdido su vigencia por estar debidamente cumplida por parte de 

la penada, y por tanto Al momento en que el despacho dieciséis (16) de 
ejecución de penas y medidas de seguridad de Bogotá D.C., ha decidido 

revocar el subrogado penal de libertad condicional a la ciudadana 
ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ, se entiende que se opta por una 
interpretación desfavorable de la ley, lo cual redunda en el desconocimiento 

al error de Derecho y a Derechos fundamentales inherentes a todos los 
ciudadanos en este país tales como lo son: el debido proceso en 
concordancia con el derecho a la libertad personal, desconociendo que 

Colombia es un Estado social de Derecho en donde prima la aplicación del 
principio universal del  “pro homine” denominado también cláusula de 

favorabilidad en la interpretación de los derechos humanos, el cual es una 
regla de interpretación de derecho internacional de los derechos humanos, 
que exige al interprete optar siempre por la hermenéutica que sea más 

favorable o menos restrictiva para su efectivo ejercicio.  



En otras palabras, es un criterio de interpretación que informa todo el 

derecho de los derechos humanos y a los derechos fundamentales, en virtud 
del cual se debe acudir a la norma más amplia o a la interpretación más 

extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e 
inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida, cuando se 
trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o 

a su suspensión extraordinaria. 

Finalmente, y luego de todo lo brevemente expuesto, en uso de mis 
facultades legales y del mandato conferido, me voy a permitir realizar las 

siguientes peticiones, así: 
 
DE LAS PETICIONES:  

 
 
PRIMERA: Sírvase respetada señora Jueza Dieciséis (16) de Ejecución de 

penas y medidas de seguridad de Bogotá revocar de manera directa su 
decisión de materializar la captura de la ciudadana ALEXANDRA 

RODRIGUEZ DIAZ en virtud de lo plasmado en el auto interlocutorio  D.C.  
Tenga por recibido el presente escrito dentro del plazo estipulado dentro del 
artículo 756 hogaño de fecha 04 de Julio de los corrientes. 

 
SEGUNDA: Sírvase respetada señora Jueza Dieciséis (16) de Ejecución de 

penas y medidas de seguridad de Bogotá decretar la extinción de la pena 
impuesta a la señora ALEXANDRA RODRIGUEZ DIAZ, quien se identifica 
tal como aparece en autos dentro del plenario de ejecución que reposa en 

su honorable Despacho y por consiguiente expedir los respectivos paz y 
salvos con destino a las autoridades. 
 

TERCERA: En caso remoto de que no reponga usted el auto en controversia, 
le ruego de por presentado, sustentado y fundamentado el Recurso ordinario 

de apelación, para que la actuación sea remitida a su superior Jerárquico. 
 
De la Señora Juez,  

 
 
 

 

 
JULIO EDILBERTO RODRIGUEZ OSPINA  
C.C.79721586.   

T.P.144756 C.S.J.  
Correo Electrónico: julioro1@hotmail.com 
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